
5. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN Y PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE NULIDAD 

5.1. Requerimiento. 

 

Por requerimiento en materia de derecho procesal en general se entiende lo 

siguiente: 

Es aquel acto ordenado por el titular de un órgano jurisdiccional con la finalidad de 

imponer a una persona el deber de realizar una determinada declaración de 

voluntad o cualquier otra conducta del mismo.  

Es así como habrá un sinnúmero de clases de requerimientos, para el caso de el 

procedimiento administrativo de ejecución el requerimiento fundamental y primario 

será el requerimiento de pago, ya sea de la multa, del impuesto, del derecho o de 

cualquier otro crédito fiscal que exista a favor del Estado y a cargo de destinatario 

de la norma fiscal o administrativa. 

Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren 

sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante 

procedimiento administrativo de ejecución.  

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o la negociación del 

contribuyente, para asegurar el interés fiscal, cuando el crédito fiscal no sea 

exigible pero haya sido determinado por el contribuyente o por la autoridad en el 

ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando a juicio de ésta exista peligro 

inminente de que el obligado realice cualquier maniobra tendiente a evadir su 

cumplimiento. En este caso, la autoridad trabará el embargo. 

La autoridad que practique el embargo precautorio levantará acta circunstanciada 

en la que precise las razones del embargo. 

La autoridad requerirá al obligado para que dentro del término de 10 días desvirtúe 

el monto por el que se realizó el embargo. El embargo quedará sin efecto cuando 

el contribuyente cumpla con el requerimiento. Transcurrido el plazo antes 

señalado, sin que el obligado hubiera desvirtuado el monto del embargo 

precautorio, éste quedará firme. 



El embargo precautorio practicado antes de la fecha en que el crédito fiscal sea 

exigible, se convertirá en definitivo al momento de la exigibilidad de dicho crédito 

fiscal y se aplicará el procedimiento administrativo de ejecución. 

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos del artículo 141 del 

Código Fiscal de la Federación, se levantará el embargo. 

Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere este artículo y al previsto 

por el artículo 41, fracción II del referido Código, las disposiciones establecidas 

para el embargo y para la intervención en el procedimiento administrativo de 

ejecución que, conforme a su naturaleza, le sean aplicables.1 

 

5.2. Embargo y remate. 

 

Antes de entrar al estudio del tema, es oportuno señalar primeramente lo que se 

entiende por embargo y remata. El primero de estos términos procesales significa 

lo siguiente: 

El embargo es una figura procesal consistente en la aprehensión real o simbólica 

de los bienes de una persona, derivado de la orden contenida en una resolución 

judicial, para obtener el cumplimiento forzoso de una obligación cuando ésta no se 

haya cumplido en tiempo y forma por el sujeto obligado. El embargo tiene una 

naturaleza jurídica vinculada a la garantía. Esto es, se embarga algo con el objeto 

de garantizar el cumplimiento o ejecución de una resolución que sea emitida el 

juzgador respecto de una controversia. 

El remate es aquel acto de ejecución derivado de la ordenado en una sentencia 

judicial, en donde por orden del poder judicial y a solicitud del acreedor, se 

subastan los bienes muebles o inmuebles que ha sido objeto de garantía a través 

de un embargo, con la finalidad de obtener una cantidad de dinero con la que se 

satisfaga el importe del crédito reclamado y a cuyo pago fue condenado el 

propietario de los bienes subastados. 

                                            
1 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; Legislación Fiscal y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; 
Código Fiscal de la Federación; México; 2007; Artículo 145. 



Con motivo del remate el bien inmueble o mueble objeto de la subasta pública 

cambiará de propietario al serle adjudicado al postor que hubiere pujado la 

cantidad mayor de dinero dentro de la subasta.  

Una vez que se han aportado dos ideas generales sobre las figuras jurídicas que 

son objeto de análisis en este momento se empezará el estudio de ellas, tocando 

primeramente el tema del embargo y después el del remate.  

Las autoridades fiscales podrán decretar el aseguramiento de los bienes o la 

negociación del contribuyente cuando:  

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación o desarrollo de las 

facultades de comprobación de las autoridades fiscales o no se pueda notificar su 

inicio por haber desaparecido o por ignorarse su domicilio. 

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación, el contribuyente 

desaparezca o exista riesgo inminente de que oculte, enajene o dilapide sus 

bienes. 

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la contabilidad que acredite el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales, a que se está obligado. 

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, puestos fijos o semifijos en la 

vía pública y dichos contribuyentes no puedan demostrar que se encuentran 

inscritos en el registro federal de contribuyentes, ni exhibir los comprobantes que 

amparen la legal posesión o propiedad de las mercancías que vendan en esos 

lugares. Una vez inscrito el contribuyente en el citado registro y acreditada la 

posesión o propiedad de la mercancía, se levantará el aseguramiento realizado. 

V. Se detecten envases o recipientes que contengan bebidas alcohólicas sin que 

tengan adheridos marbetes o precintos o bien no se acredite la legal posesión de 

los marbetes o precintos, se encuentren alterados o sean falsos. 

En los casos anteriores, la autoridad que practique el aseguramiento deberá 

levantar acta circunstanciada en la que precise las razones para hacerlo. 

El aseguramiento precautorio quedará sin efectos si la autoridad no emite, dentro 

de los plazos a que se refieren los artículos 46-A y 48 del Código Fiscal de la 

Federación en el caso de las fracciones II, III y V y de 18 meses en el de las 

fracciones I y IV, contados desde la fecha en que fue practicado, resolución en la 



que determine créditos fiscales. Si dentro de los plazos señalados la autoridad 

determina algún crédito, dejará de surtir efectos el aseguramiento precautorio y se 

proseguirá el procedimiento administrativo de ejecución conforme a las 

disposiciones de este Capítulo, debiendo dejar constancia de la resolución y de la 

notificación de la misma en el expediente de ejecución.2 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá cancelar créditos fiscales en 

las cuentas públicas, por incosteabilidad en el cobro o por insolvencia del deudor o 

de los responsables solidarios.  

Se consideran créditos de cobro incosteable, aquéllos cuyo importe sea inferior o 

igual al equivalente en moneda nacional a 200 unidades de inversión, aquéllos 

cuyo importe sea inferior o igual al equivalente en moneda nacional a 20,000 

unidades de inversión y cuyo costo de recuperación rebase el 75% del importe del 

crédito, así como aquéllos cuyo costo de recuperación sea igual o mayor a su 

importe. 

Se consideran insolventes los deudores o los responsables solidarios cuando no 

tengan bienes embargables para cubrir el crédito o éstos ya se hubieran realizado, 

cuando no se puedan localizar o cuando hubieran fallecido sin dejar bienes que 

puedan ser objeto del procedimiento administrativo de ejecución. 

Cuando el deudor tenga dos o más créditos a su cargo, todos ellos se sumarán 

para determinar si se cumplen los requisitos señalados. Los importes a que se 

refiere el segundo párrafo de este artículo, se determinarán de conformidad con 

las disposiciones aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a conocer las reglas de carácter 

general para la aplicación de lo anterior. 

La cancelación de los créditos a que se refiere este artículo no libera de su pago.3 

 

5.3. Procedencia. 

 

                                            
2 Ibídem; Artículo 145-A. 
3 Ibídem; Artículo 146-A. 



El embargo de bienes raíces, de derechos reales o de negociaciones de cualquier 

género se inscribirá en el registro público que corresponda en atención a la 

naturaleza de los bienes o derechos de que se trate. 

Cuando los bienes raíces, derechos reales o negociaciones queden comprendidos 

en la jurisdicción de dos o más oficinas del registro público que corresponda, en 

todas ellas se inscribirá el embargo. 

Si la exigibilidad se origina por cese de la prórroga, o de la autorización para pagar 

en parcialidades, por error aritmético en las declaraciones o por situaciones 

previstas en la fracción I del artículo 41 del Código Fiscal de la Federación, el 

deudor podrá efectuar el pago dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha 

en que surta sus efectos la notificación del requerimiento.4 

El ejecutor designado por el jefe de la oficina exactora se constituirá en el domicilio 

del deudor y deberá identificarse ante la persona con quien se practicará la 

diligencia de requerimiento de pago y de embargo de bienes, con intervención de 

la negociación en su caso, cumpliendo las formalidades que se señalan para las 

notificaciones personales en el artículo 137 del Código citado. De esta diligencia 

se levantará acta pormenorizada de la que se entregará copia a la persona con 

quien se entienda la misma. El acta deberá llenar los requisitos a que se refiere el 

artículo 38 de este ordenamiento.  

Si la notificación del crédito fiscal adeudado o del requerimiento, en su caso, se 

hizo por edictos, la diligencia se entenderá con la autoridad municipal o local de la 

circunscripción de los bienes, salvo que en el momento de iniciarse la diligencia 

compareciere el deudor, en cuyo caso se entenderá con él. 

En el caso de actos de inspección y vigilancia, se procederá al aseguramiento de 

los bienes cuya importación debió ser manifestada a las autoridades fiscales o 

autorizadas por éstas, siempre que quien practique la inspección esté facultado 

para ello en la orden respectiva.5 

Los bienes o negociaciones embargados se podrán dejar bajo la guarda del o de 

los depositarios que se hicieren necesarios. Los jefes de las oficinas ejecutoras, 

bajo su responsabilidad, nombrarán y removerán libremente a los depositarios, 

                                            
4 Ibídem; Artículo 151. 
5 Ibídem; Artículo 152. 



quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones legales. Cuando se 

efectúe la remoción del depositario, éste deberá poner a disposición de la 

autoridad ejecutora los bienes que fueron objeto de la depositaría, pudiendo ésta 

realizar la sustracción de los bienes para depositarlos en almacenes bajo su 

resguardo o entregarlos al nuevo depositario.  

En los embargos de bienes raíces o de negociaciones, los depositarios tendrán el 

carácter de administradores o de interventores con cargo a la caja, según el caso, 

con las facultades y obligaciones señaladas en los artículos 165, 166 y 167 del 

Código Fiscal de la Federación.La responsabilidad de los depositarios cesará con 

la entrega de los bienes embargados a satisfacción de las autoridades fiscales. 

El depositario será designado por el ejecutor cuando no lo hubiere hecho el jefe de 

la oficina exactora, pudiendo recaer el nombramiento en el ejecutado.6 

La base para enajenación de los bienes inmuebles embargados será el de avalúo 

y para negociaciones, el avalúo pericial, ambos conforme a las reglas que 

establezca el reglamento de este Código y en los demás casos, la que fijen de 

común acuerdo la autoridad y el embargado, en un plazo de seis días contados a 

partir de la fecha en que se hubiera practicado el embargo. A falta de acuerdo, la 

autoridad practicará avalúo pericial. En todos los casos, la autoridad notificará 

personalmente al embargado el avalúo practicado.  

El embargado o terceros acreedores que no estén conformes con la valuación 

hecha, podrán hacer valer el recurso de revocación a que se refiere la fracción II, 

inciso d) del artículo 117 de aquél Código, dentro de los diez días siguientes a 

aquel en que surta efectos la notificación a que se refiere el párrafo anterior, 

debiendo designar en el mismo como perito de su parte a cualquiera de los 

valuadores señalados en el Reglamento de ese Código o alguna empresa o 

institución dedicada a la compraventa y subasta de bienes. 

Cuando el embargado o terceros acreedores no interpongan el recurso dentro del 

plazo legal o haciéndolo no designen valuador o habiéndose nombrado perito por 

dichas personas, no se presente el dictamen dentro de los plazos a que se refiere 

                                            
6 Ibídem; Artículo 153. 



el párrafo quinto del artículo 175, se tendrá por aceptado el avalúo hecho por la 

autoridad. 

Cuando del dictamen rendido por el perito del embargado o terceros acreedores 

resulte un valor superior a un 10% al determinado conforme al primer párrafo de 

este artículo, la autoridad exactora designará dentro del término de seis días, un 

perito tercero valuador que será cualquiera de los señalados en el reglamento de 

ese Código o alguna empresa o institución dedicada a la compraventa y subasta 

de bienes. El avalúo que se fije será la base para la enajenación de los bienes. 

En todos los casos a que se refieren los párrafos que anteceden, los peritos 

deberán rendir su dictamen en un plazo de 10 días si se trata de bienes muebles, 

20 días si son inmuebles y 30 días cuando sean negociaciones, a partir de la 

fecha de su aceptación.7 

En cuanto a la procedencia de la nulidad está se puede dar respecto de las 

notificaciones mal formuladas lo que se tramitará por vía incidental según lo 

dispone la Ley Federal del Procedimiento Administrativo en su artículo 33.  

Por otra parte es posible que los actos administrativos en sí mismos estén 

afectados de nulidad, la declaratoria de ésta última está regulada por los artículo 

24, 25 y subsiguientes de la Ley del Procedimientos Administrativo del Distrito 

Federal, que al efecto señalan: 

La omisión o irregularidad de alguno de los elementos o requisitos de validez 

previstos por los artículos 6º y 7º de esta Ley o, en su caso, de aquellos que 

establezcan las disposiciones normativas correspondientes, producirán la nulidad 

o anulabilidad del acto administrativo. 

La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos de validez exigidos por 

el artículo 

6º de esta Ley, producirá la nulidad del acto administrativo. 

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido, no se 

presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda 

emitirse un nuevo acto. 

                                            
7 Ibídem; Artículo 175. 



Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo; y los servidores públicos 

deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal 

negativa. 

En el caso de actos consumados, o bien, de aquellos que, de hecho o de derecho 

sean de imposible reparación, la declaración de nulidad sólo dará lugar a la 

responsabilidad del servidor público que lo hubiera emitido u ordenado, en los 

términos de las disposiciones jurídicas correspondientes, cuando éste sea el caso. 

Si las declaraciones, registros y revalidaciones previstos en el artículo 35 de esta 

Ley contienen omisiones o irregularidades en los elementos de validez, se 

entenderá que éstas son de estricta responsabilidad del particular, en cuyo caso, 

la autoridad podrá proceder de oficio a iniciar el procedimiento de nulidad de acto, 

bajo los supuestos correspondientes, pero quedará a salvo el derecho del 

particular para intentar un nuevo acto. 

En los supuestos del párrafo anterior, el interesado tendrá el derecho de hacer las 

rectificaciones que considere pertinentes para resguardar la validez del acto 

administrativo, siempre que no se haya iniciado el procedimiento de nulidad. 

 
5.4. Tramitación. 

 

La persona con quien se entienda la diligencia de embargo, tendrá derecho a 

señalar los bienes en que éste se deba trabar, siempre que los mismos sean de 

fácil realización o venta, sujetándose al orden siguiente:  

I. Dinero, metales preciosos y depósitos bancarios. 

II. Acciones, bonos, cupones vencidos, valores mobiliarios y en general créditos de 

inmediato y fácil cobro a cargo de entidades o dependencias de la Federación, 

Estados y Municipios y de instituciones o empresas de reconocida solvencia. 

III. Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores. 

IV. Bienes inmuebles. En este caso, el deudor o la persona con quien se entienda 

la diligencia deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, si dichos bienes 

reportan cualquier gravamen real, embargo anterior, se encuentran en 

copropiedad o pertenecen a sociedad conyugal alguna. 



La persona con quien se entienda la diligencia de embargo podrá designar dos 

testigos, y si no lo hiciere o al terminar la diligencia los testigos designados se 

negaren a firmar, así lo hará constar el ejecutor en el acta, sin que tales 

circunstancias afecten la legalidad del embargo.8 

El ejecutor podrá señalar bienes sin sujetarse al orden establecido en el artículo 

anterior, cuando el deudor o la persona con quien se entienda la diligencia:  

I. No señale bienes suficientes a juicio del ejecutor o no haya seguido dicho orden 

al hacer el señalamiento. 

II. Cuando teniendo el deudor otros bienes susceptibles de embargo, señale: 

a) Bienes ubicados fuera de la circunscripción de la oficina ejecutora. 

b) Bienes que ya reporten cualquier gravamen real o algún embargo anterior. 

c) Bienes de fácil descomposición o deterioro o materias inflamables. 

El ejecutor deberá señalar, invariablemente, bienes que sean de fácil realización o 

venta. En el caso de bienes inmuebles, el ejecutor solicitará al deudor o a la 

persona con quien se entienda la diligencia que manifieste bajo protesta de decir 

verdad si dichos bienes reportan cualquier gravamen real, embargo anterior, se 

encuentran en copropiedad o pertenecen a sociedad conyugal alguna. Para estos 

efectos, el deudor o la persona con quien se entienda la diligencia deberá 

acreditar fehacientemente dichos hechos dentro de los 15 días siguientes a aquél 

en que se inició la diligencia correspondiente, haciéndose constar esta situación 

en el acta que se levante o bien, su negativa.9 

Cuando las autoridades fiscales embarguen negociaciones, el depositario 

designado tendrá el carácter de interventor con cargo a la caja o de administrador.  

En la intervención de negociaciones será aplicable, en lo conducente, las 

secciones del capítulo relativo del Código Fiscal de la Federación.10 

La enajenación de bienes embargados, procederá:  

I. A partir del día siguiente a aquel en que se hubiese fijado la base en los 

términos del artículo 175 del Código Fiscal de la Federación. 

                                            
8 Ibídem; Artículo 155. 
9 Ibídem; Artículo 156. 
10 Ibídem; Artículo 164. 



II. En los casos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 145 de ese 

Código, cuando los créditos se hagan exigibles y no se paguen al momento del 

requerimiento. 

III. Cuando el embargado no proponga comprador dentro del plazo a que se 

refiere la fracción I del artículo 192 de este Código. 

IV. Al quedar firme la resolución confirmatoria del acto impugnado, recaída en los 

medios de defensa que se hubieren hecho valer.11 

 

5.5. Recursos.  

 

El Diccionario para Juristas aporta dos ideas de recurso: 

a) Uno de corte administrativo, que se define como el derecho de cada uno de los 

particulares que pueden interponer contra las resoluciones administrativas y ante 

los propios organismos de la Administración; y  

b) La de naturaleza contenciosa administrativa, que es aquel que se interpone 

contra las resoluciones de la Administración activa que reúnen determinadas 

condiciones establecidas en las leyes.12 

La finalidad del recurso administrativo, es controlar las decisiones de los órganos 

administrativos para que se emitan conforme a derecho.  Dicho recurso siempre 

se interpondrá ante un órgano de la Administración Pública para que inicie su 

trámite y resolución, ya sea ante la autoridad que emitió el acto impugnado o bien 

ante una autoridad superior, siempre y cuando sean órganos pertenecientes a la 

administración activa; aquí cabe hacer la aclaración, que si la ley de la materia de 

que se trata determina la manera específica el seguimiento procesal del recurso, 

podríamos definir satisfactoriamente si se trata de un recurso jurisdiccional, porque 

debido a su naturaleza se interpone ante una autoridad judicial o administrativa, 

por interponerse ante una autoridad administrativa.  

B) Se afirma que el recurso jurisdiccional es un medio de impugnación que la ley 

ha concedido a las partes, a los terceros que gozan legitimación procesal, para 

                                            
11 Ibídem; Artículo 173. 
12 PALOMAR DE MIGUEL, Juan; Diccionario para Juristas; Mayo; México; 1981. 



obtener la revisión de las resoluciones del órgano jurisdiccional, y en su caso, la 

modificación o revocación.13  

Los recursos judiciales son aquéllos que se interponen ante los tribunales de 

índole judicial; por lo tanto, no son recursos administrativos ni en cuanto a la 

autoridad que los decide ni en cuanto al procedimiento con arreglo al cual se 

substancian; únicamente podrían tener estos recursos carácter de administrativo 

por razón del contenido o materia discutida.14 

El siguiente cuadro comparativo describe las diferencias entre el recurso 

administrativo y el proceso jurisdiccional, lo que ayuda a tener una idea más basta 

de cada uno de ellos.  

 

RECURSO ADMINISTRATIVO PROCESO JURISDICCIONAL 

- Constituye a la Administración en juez 

y parte. 

- Constituye a la Administración sólo en 

parte. 

- Origina una controversia 

administrativa. 

- Origina un proceso. 

- Se ejerce una función administrativa. - Se ejerce una función jurisdiccional. 

- Promoverá que el órgano de 

administración busque el 

esclarecimiento de la ley en bien de la 

función administrativa. 

- Promoverá que el órgano 

jurisdiccional busque el esclarecimiento 

de la ley en bien del interés público. 

- Permite a la Administración como 

órgano de control actuar sin someterse 

a un procedimiento rígido fatal. 

- Solo permite al juzgador por 

excepción actuar de oficio. 

- Concluirá en una resolución si lo 

reclamable ante el órgano 

jurisdiccional, sea administrativo o 

judicial 

- Concluirá en una sentencia solo 

impugnable mediante los recursos 

jurisdiccionales correspondientes ante 

el Tribunal de Alzada. 

                                            
13 ARMIENTA FERNÁNDEZ, Gonzalo; El proceso Tributario en el Derecho Mexicano;  Manuel Porrúa;  
México; 1977. 
14 BRISEÑO SIERRA, Humberto; Derecho Procesal Fiscal; Editorial Antigua librería Robredo; México; 
1964; pág. 103. 
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5.5.1. Revisión. 

 

El recurso de revisión se tratará en dos secciones, una en este tema y otra en el 

tema 4.1. de este mismo documento, ya que así ha sido dividido el temario de esta 

materia.  

El fundamento jurídico del recurso de revisión está a diversos niveles desde el 

constitucional hasta el de una ley orgánica. Se empezará con los fundamentos 

constitucionales que se ubican el artículo 73 fracción XXIX – H y fracción IV, e) del 

artículo 122, que dicen así: 

 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (I)  

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo 

contencioso-administrativo, dotados de plena autonomía para 

dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias 

que se susciten entre la administración pública federal y los 

particulares, así como para imponer sanciones a los servidores 

públicos por responsabilidad administrativa que determine la ley, 

estableciendo las normas para su organización, su 

funcionamiento, los procedimientos y los recursos contra sus 

resoluciones;(I) ”16 

 
El precepto constitucional 104, fracción I B, dice así: 

 

“Artículo 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación 

conocer: 

                                            
15 HOCSMAN, Heriberto S.;  El recurso de revisión en materia fiscal. ¿Juicio o recurso?; Disponible en la 
World Wide Web en:  http://www.justiniano.com/revista_doctrina/IXOYE.html Fecha de la consulta: 12 de 
Junio de 2009. 
16 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; 
[en línea]; Disponible en la World Wide Web en: http://www.cddhcu.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf Fecha de 
la consulta: 15 de junio de 2009. 



I-B. De los recursos de revisión que se interpongan contra las 

resoluciones definitivas de los tribunales de lo contencioso-

administrativo a que se refieren la fracción XXIX-H del artículo 73 

y fracción IV, inciso e) del artículo 122 de esta Constitución, sólo 

en los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales 

conocerán los Tribunales Colegiados de Circuito, se sujetarán a 

los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de 

esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en 

contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales 

Colegiados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno;(I) 

”17 

 

En cuanto a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación prescribe en su 

artículo 37 fracción V, lo siguiente: 

 

“(I) Con las salvedades a que se refieren los artículos 10 y 21 de 

esta ley, son competentes los tribunales colegiados para conocer:  

I. (I) 

V. De los recursos de revisión que las leyes establezcan en los 

términos de la fracción I-B del artículo 104 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; (I) ”18 

 

Hasta aquí lo relativo a la parte introductoria del recurso de revisión administrativa. 

A manera de complemento del tema de los recursos se hará mención de forma 

rápida a otro recurso que coexiste con el de revisión y revocación, me refiero al 

recurso de reclamación. Este procederá en contra de las resoluciones del 

Magistrado Instructor que admitan, desechen o tengan por no presentada la 

demanda, la contestación, la ampliación de ambas o alguna prueba; las que 

decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes del cierre de instrucción; 

                                            
17 Ibídem. 
18 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en Ley de Amparo; Porrúa; México; 2007; p. 128.  



aquéllas que admitan o rechacen la intervención del tercero. La reclamación se 

interpondrá ante la Sala o Sección respectiva, dentro de los quince días siguientes 

a aquél en que surta efectos la notificación de que se trate.19 

Interpuesto el recurso a que se refiere el artículo anterior, se ordenará correr 

traslado a la contraparte por el término de cinco días para que exprese lo que a su 

derecho convenga y sin más trámite dará cuenta a la Sala para que resuelva en el 

término de cinco días. El magistrado que haya dictado el acuerdo recurrido no 

podrá excusarse.20 

Cuando la reclamación se interponga en contra del acuerdo que sobresea el juicio 

antes de que se hubiera cerrado la instrucción, en caso de desistimiento del 

demandante, no será necesario dar vista a la contraparte.21 

Como único caso de excepción, las sentencias interlocutorias que concedan o 

nieguen la suspensión definitiva, podrán ser impugnadas mediante la interposición 

del recurso de reclamación ante la Sección de la Sala Superior en turno del 

Tribunal, mediante escrito que se presente ante la Sala Regional que haya dictado 

la sentencia, dentro de los cinco días siguientes a aquél en que surta sus efectos 

la notificación respectiva. 

Interpuesto el recurso en los términos señalados en el párrafo anterior, la Sala 

Regional ordenará correr traslado a la contraparte por el término de cinco días 

para que exprese lo que a su derecho convenga. Una vez transcurrido dicho 

plazo, la Sala Regional remitirá a la Sección de la Sala Superior que por turno 

corresponda, dentro de las veinticuatro horas siguientes, copia certificada del 

escrito de demanda, de la sentencia interlocutoria recurrida, de su notificación y 

del escrito que contenga el recurso de reclamación, con expresión de la fecha y 

hora de recibido. 

Una vez remitido el recurso de reclamación en los términos antes señalados, se 

dará cuenta a la Sala Superior que por turno corresponda para que resuelva en el 

término de cinco días.22 

                                            
19 Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo; [en línea]; Disponible en la World Wide Web 
en:  http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPCA.pdf Fecha de la consulta: 12 de junio de 2009; 
Artículo 59. 
20 Ibídem; Artículo 60. 
21 Ibídem; Artículo 61. 



Procedencia. 

En relación a la procedencia de la revisión cabe comentar lo siguiente: 

Las resoluciones emitidas por el Pleno, las Secciones de la Sala Superior o por las 

Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que 

decreten o nieguen el sobreseimiento, las que dicten en términos de los artículos 

34 de la Ley del Servicio de Administración Tributaria y 6° de esta Ley, así como 

las que se dicten conforme a la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado y las sentencias definitivas que emitan, podrán ser impugnadas por la 

autoridad a través de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica o 

por la entidad federativa coordinada en ingresos federales correspondiente, 

interponiendo el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito 

competente en la sede del Pleno, Sección o Sala Regional a que corresponda, 

mediante escrito que se presente ante la responsable, dentro de los quince días 

siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación respectiva, siempre que 

se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de tres mil quinientas veces el salario mínimo 

general diario del área geográfica correspondiente al Distrito Federal, vigente al 

momento de la emisión de la resolución o sentencia. 

En el caso de contribuciones que deban determinarse o cubrirse por periodos 

inferiores a doce meses, para determinar la cuantía del asunto se considerará el 

monto que resulte de dividir el importe de la contribución entre el número de 

meses comprendidos en el periodo que corresponda y multiplicar el cociente por 

doce. 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada 

en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar 

esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso. 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 

Servicio de Administración Tributaria o por autoridades fiscales de las Entidades 

Federativas coordinadas en ingresos federales y siempre que el asunto se refiera 

a: 

                                                                                                                                     
22 Ibídem; Artículo 62. 



a) Interpretación de leyes o reglamentos en forma tácita o expresa. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las 

contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución 

impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las 

facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente 

y trasciendan al sentido del fallo. 

e) Violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias. 

f) Las que afecten el interés fiscal de la Federación. 

IV. Sea una resolución dictada en materia de la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos. 

V. Sea una resolución dictada en materia de comercio exterior. 

VI. Sea una resolución en materia de aportaciones de seguridad social, cuando el 

asunto verse sobre la determinación de sujetos obligados, de conceptos que 

integren la base de cotización o sobre el grado de riesgo de las empresas para los 

efectos del seguro de riesgos del trabajo o sobre cualquier aspecto relacionado 

con pensiones que otorga el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

VII. Sea una resolución en la cual, se declare el derecho a la indemnización, o se 

condene al Servicio de Administración Tributaria, en términos del artículo 34 de la 

Ley del Servicio de Administración Tributaria. 

VIII. Se resuelva sobre la condenación en costas o indemnización, previstas en el 

artículo 6º de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

IX. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la 

Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado.23 

Las autoridades demandadas y cualesquiera otra autoridad relacionada, están 

obligadas a cumplir las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, conforme a lo siguiente: 

I. En los casos en los que la sentencia declare la nulidad y ésta se funde en (I) 

                                            
23 Ibídem; Artículo 63. 



II. En los casos de condena, la sentencia deberá precisar la forma y los plazos en 

los que la autoridad cumplirá con la obligación respectiva. En ningún caso el plazo 

será inferior a un mes. 

Cuando se interponga el juicio de amparo o el recurso de revisión, se suspenderá 

el efecto de la sentencia hasta que se dicte la resolución que ponga fin a la 

controversia.24 

Tramitación. 

En los juicios que versen sobre resoluciones de las autoridades fiscales de las 

entidades federativas coordinadas en ingresos federales, el recurso de revisión  

podrá ser interpuesto por el Servicio de Administración Tributaria, y por las citadas 

entidades federativas en los juicios que intervengan como parte. 

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia del 

mismo para el expediente y una para cada una de las partes que hubiesen 

intervenido en el juicio contencioso administrativo, a las que se les deberá 

emplazar para que, dentro del término de quince días, comparezcan ante el 

Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de la revisión a defender sus 

derechos. 

La parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la 

revisión interpuesta por el recurrente, dentro del plazo de quince días contados a 

partir de la fecha en la que se le notifique la admisión del recurso, expresando los 

agravios correspondientes; en este caso la adhesión al recurso sigue la suerte 

procesal de éste. 

Este recurso de revisión deberá tramitarse en los términos previstos en la Ley de 

Amparo en cuanto a la regulación del recurso de revisión.25 

Si el particular interpuso amparo directo contra la misma resolución o sentencia 

impugnada mediante el recurso de revisión, el Tribunal Colegiado de Circuito que 

conozca del amparo resolverá el citado recurso, lo cual tendrá lugar en la misma 

sesión en que decida el amparo.26 

 

                                            
24 Ibídem; Artículo 57.  
25 Ibídem; Artículo 63 
26 Ibídem; Artículo 64. 



5.5.2. Revocación. 

 

Contra los actos administrativos dictados en materia fiscal federal, se podrá 

interponer el recurso de revocación.27 Este recurso es un medio de defensa 

legalmente establecido al alcance de los particulares para impugnar los actos y 

resoluciones dictadas por la autoridad en perjuicio de aquellos. Su interposición es 

optativa antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Este medio de defensa permite a la autoridad revisar sus actos a instancia de la 

parte interesada, cuando se considere lesionada por una resolución o acto 

administrativo que estime ilegal, de tal manera, que si resulta fundado su agravio, 

la autoridad puede revocarlo o modificarlo con el objeto de mantener la legalidad 

en el ejercicio de la función administrativa, concurriendo al mismo tiempo a 

garantizar los derechos e intereses de los particulares. 

El recurso de revocación se presentará ante la autoridad que emitió o ejecutó el 

acto impugnado, o de acuerdo a lo siguiente: 

 

AUTORIDADES 
COMPETENTES  

POR RESOLUCIONES 

Administración General 
Jurídica de Ingresos. 

Emitidas por esta administración o cualquier 
unidad administrativa adscrita al Servicio de 
Administración Tributaria del país. 

Dictadas por los Estados de la Federación en 
materia de ingresos coordinados. 

La Administración Central de lo 
Contencioso y la 
Administración de Recursos 
Administrativos. 

Emitidas las unidades administrativas que 
dependan de las Direcciones Generales o de 
las Administraciones Generales adscritas al 
Servicio de Administración Tributaria. 

También por las Administraciones Locales y 
unidades administrativas que dependan de 
éstas. 

Las Aduanas. 

                                            
27 Código Fiscal; ob. cit.; Artículo 116. 



Autoridades fiscales de las entidades 
federativas en materia de ingresos 
coordinados, así como cuando se impugne el 
procedimiento administrativo de ejecución 
aplicado por alguna de las unidades 
administrativas del SAT. 

  

AUTORIDADES 
COMPETENTES  

POR RESOLUCIONES 

Administración Especial 
Jurídica de Ingresos. 

Emitidas por las Administraciones Generales 
de Recaudación, de Auditoría Fiscal Federal y 
Jurídica de Ingresos o por las 
Administraciones Especiales de Recaudación 
y Auditoría Fiscal o por sus propias unidades 
administrativas. 

Administraciones Locales 
Jurídicas de Ingresos. 

Resoluciones emitidas por:  

Las Administraciones Locales de Auditoría 
Fiscal y de Recaudación o de las unidades 
administrativas que de ellas dependan. 

Las autoridades fiscales de las Entidades 
Federativas en materia de ingresos 
coordinados respecto de contribuyentes cuyo 
domicilio se encuentre en su circunscripción 
territorial. 

Las autoridades aduaneras cuya sede se 
encuentre dentro de su circunscripción 
territorial. 

Administración General 
Jurídica de Ingresos. 

En los demás casos que competan al Servicio 
de Administración Tributaria. 

 

Procedencia. 

El recurso de revocación procederá contra:  

I. Las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales que: 

a) Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos. ( 

b) Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la ley. 



c) Dicten las autoridades aduaneras. 

d) Cualquier resolución de carácter definitivo que cause agravio al particular en 

materia fiscal, salvo aquellas a que se refieren los artículos 33-A, 36 y 74 del 

Código Fiscal de la Federación. 

II. Los actos de autoridades fiscales federales que: 

a) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han 

extinguido o que su monto real es inferior al exigido, siempre que el cobro en 

exceso sea imputable a la autoridad ejecutora o se refiera a recargos, gastos de 

ejecución o a la indemnización a que se refiere el artículo 21 del  Código Fiscal de 

la Federación. 

b) Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución, cuando se alegue 

que éste no se ha ajustado a la ley. 

c) Afecten el interés jurídico de terceros, en los casos a que se refiere el artículo 

128 del Código Fiscal de la Federación. 

d) Determinen el valor de los bienes embargados a que se refiere el artículo 175 

del Código Fiscal de la Federación.  28 

 

CONTRA: PROCEDENCIA. 

  

  

  

  

Resoluciones definitivas 
dictadas por autoridades 
fiscales federales. 

Determinen: Contribuciones, accesorios 
(recargos, sanciones, gastos de ejecución y la 
indemnización del 20% por cheques devueltos) 
y aprovechamientos.  

Nieguen la devolución de cantidades que 
procedan conforme a la Ley.  

Dicten las autoridades aduaneras.  

Cualquier resolución de carácter definitivo que 
cause agravio al particular, excepto 
resoluciones emitidas en justicia de ventanilla y 
la revisión de resoluciones administrativas no 
favorables al contribuyente cuando no se 
interpongan los medios de defensa y hubiese 
transcurrido el plazo para presentarlos y 

                                            
28 Ibídem; Artículo 117. 



resoluciones sobre condonación de multas. 

  

  

  

Actos  
de autoridad fiscal  
federal.  

Exijan el pago de créditos fiscales, en los 
siguientes casos:  

Cuando el contribuyente argumente que éstos 
se han extinguido.  

Que su monto real es inferior al exigido, 
siempre que el cobro en exceso sea atribuible 
a la autoridad ejecutora.  

Se refiera a recargos, gastos de ejecución o a 
la indemnización del 20% por cheque 
presentado en tiempo y no sea pagado.  

Se dicten en el procedimiento administrativo de 
ejecución, cuando el contribuyente señale que 
no se ajustó a la ley.  

Afecten el interés jurídico de un tercero cuando 
afirme:  

Ser propietario de los bienes o negociaciones, 
o titular de los derechos embargados.  

Tener derecho a que los créditos a su favor se  

paguen con preferencia a los fiscales.  

Determinen el valor de avalúo de los bienes 
muebles, inmuebles o negociaciones 
embargados. 

 

La interposición del recurso de revocación será optativa para el interesado antes 

de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Cuando un 

recurso se interponga ante autoridad fiscal incompetente, ésta lo turnará a la que 

sea competente.29  

El interesado podrá optar por impugnar un acto a través del recurso de revocación 

o promover, directamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. Deberá intentar la misma vía elegida si pretende 

                                            
29 Ibídem; Artículo 120. 



impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuente de otro; en el 

caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en recursos 

administrativos, el contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez, a 

través de la misma vía.  

Si la resolución dictada en el recurso de revocación se combate ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo deberá 

hacerse valer ante la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que conozca del juicio respectivo. 

Los procedimientos de resolución de controversias previstos en los tratados para 

evitar la doble tributación de los que México es parte, son optativos y podrán ser 

solicitados por el interesado con anterioridad o posterioridad a la resolución de los 

medios de defensa previstos por el Código Fiscal de la Federación. Los 

procedimientos de resolución de controversias son improcedentes contra las 

resoluciones que ponen fin al recurso de revocación o al juicio ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.30 

El recurso de revocación no procederá contra actos que tengan por objeto hacer 

efectivas fianzas otorgadas en garantía de obligaciones fiscales a cargo de 

terceros. 31  

Cuando el recurso de revocación se interponga porque el procedimiento 

administrativo de ejecución no se ajustó a la Ley, las violaciones cometidas antes 

del remate, sólo podrán hacerse valer ante la autoridad recaudadora hasta el 

momento de la publicación de la convocatoria de remate, y dentro de los diez días 

siguientes a la fecha de publicación de la citada convocatoria, salvo que se trate 

de actos de ejecución sobre bienes legalmente inembargables o de actos de 

imposible reparación material, casos en que el plazo para interponer el recurso se 

computará a partir del día hábil siguiente al en que surta efectos la notificación del 

requerimiento de pago o del día hábil siguiente al de la diligencia de embargo.  

                                            
30 Ibídem; Artículo 125. 
31 Ibídem; Artículo 126. 



Si las violaciones tuvieren lugar con posterioridad a la mencionada convocatoria o 

se tratare de venta de bienes fuera de subasta, el recurso se hará valer contra la 

resolución que finque el remate o la que autorice la venta fuera de subasta.32 

El tercero que afirme ser propietario de los bienes o negociaciones, o titular de los 

derechos embargados, podrá hacer valer el recurso de revocación en cualquier 

tiempo antes de que se finque el remate, se enajenen fuera de remate o se 

adjudiquen los bienes a favor del fisco federal. El tercero que afirme tener derecho 

a que los créditos a su favor se cubran preferentemente a los fiscales federales, lo 

hará valer en cualquier tiempo antes de que se haya aplicado el importe del 

remate a cubrir el crédito fiscal. 33  

En contra de todas las resoluciones definitivas que dicten las autoridades 

aduaneras procederá el recurso de revocación establecido en el Código Fiscal de 

la Federación. La interposición del recurso de revocación será optativa para el 

interesado antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.34 

La Suprema Corte de Justicia ha dispuesto lo siguiente: 

 

“Registro IUS: 175012 

Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, 

Mayo de 2006, p. 1857, tesis VIII.1o.78 A, aislada, Administrativa.  

Rubro: RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA FISCAL. SU 

AMPLIACIÓN CUANDO EL PARTICULAR NIEGA CONOCER EL 

ACTO CONSTITUYE UNA FORMALIDAD ESENCIAL DEL 

PROCEDIMIENTO CUYO EJERCICIO NO DEBE SER NEGADO 

DE PLANO. 

Texto: El artículo 129, fracción II, del Código Fiscal de la 

Federación establece que cuando se alegue que un acto 

administrativo no fue notificado o que lo fue ilegalmente, y se trate 

                                            
32 Ibídem; Artículo 127. 
33 Ibídem; Artículo 128. 
34 Ley Aduanera; Legislación Fiscal y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación; ob. cit.;  
Artículo 203. 



de aquellos actos recurribles en términos del artículo 117 del 

propio ordenamiento tributario federal, si el particular niega 

conocerlos, corresponde a la autoridad fiscal competente acreditar 

el hecho, haciendo saber al particular dicho acto junto con su 

notificación, para que este último se encuentre en condiciones de 

ampliar su recurso e impugnarlos dentro del plazo de cuarenta y 

cinco días, contado a partir del siguiente al de su conocimiento. 

Esto es así, ya que dicha ampliación del recurso administrativo 

constituye una formalidad esencial del procedimiento y su 

ejercicio no debe ser negado de plano, ni siquiera bajo el 

argumento de la autoridad de estimarse notoriamente infundada la 

negativa que manifieste el actor en cuanto a su conocimiento, 

pues conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, 

las autoridades fiscales están obligadas a probar los hechos que 

motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue 

lisa y llanamente. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

Precedentes: Revisión fiscal 289/2005. Administrador Local 

Jurídico de Torreón, en el Estado de Coahuila. 10 de febrero de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Arroyo 

Montero. Secretario: Jacinto Faya Rodríguez.”35 

 

Tramitación. 

El escrito de interposición del recurso de revocación deberá presentarse ante la 

autoridad competente en razón del domicilio del contribuyente o ante la que emitió 

o ejecutó el acto impugnado, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a 

aquel en que haya surtido efectos su notificación excepto lo dispuesto en los 

artículos 127 y 175 del Código Fiscal de la Federación, en que el escrito del 

recurso deberá presentarse dentro del plazo que en los mismos se señala.  

                                            
35 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN; IUS 2008; ob. cit.;  



El escrito de interposición del recurso podrá enviarse a la autoridad competente en 

razón del domicilio o a la que emitió o ejecutó el acto, por correo certificado con 

acuse de recibo, siempre que el envío se efectúe desde el lugar en que resida el 

recurrente. En estos casos, se tendrá como fecha de presentación del escrito 

respectivo, la del día en que se entregue a la oficina exactora o se deposite en la 

oficina de correos. 

Si el particular afectado por un acto o resolución administrativa fallece durante el 

plazo a que se refiere este artículo, se suspenderá hasta un año, si antes no se 

hubiere aceptado el cargo de representante de la sucesión. También se 

suspenderá el plazo para la interposición del recurso si el particular solicita a las 

autoridades fiscales iniciar el procedimiento de resolución de controversias 

contenido en un tratado para evitar la doble tributación incluyendo, en su caso, el 

procedimiento arbitral. En estos casos, cesará la suspensión cuando se notifique 

la resolución que da por terminado dicho procedimiento inclusive, en el caso de 

que se dé por terminado a petición del interesado. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad 

judicial, cuando el particular se encuentre afectado por un acto o resolución 

administrativa, se suspenderá el plazo para interponer el recurso de revocación 

hasta por un año. La suspensión cesará cuando se acredite que se ha aceptado el 

cargo de tutor del incapaz o representante legal del ausente, siendo en perjuicio 

del particular si durante el plazo antes mencionado no se provee sobre su 

representación.36 

El escrito de interposición del recurso de revocación deberá satisfacer los 

requisitos del artículo 18 del Código Fiscal de la Federación y señalar además:  

I. La resolución o el acto que se impugna. 

II. Los agravios que le cause la resolución o el acto impugnado. 

III. Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate. 

Cuando no se expresen los agravios, no se señale la resolución o el acto que se 

impugna, los hechos controvertidos o no se ofrezcan las pruebas a que se refieren 

las fracciones I, II y III, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que dentro 

                                            
36 Código Fiscal del Federación; ob. cit.; Artículo 121. 



del plazo de cinco días cumpla con dichos requisitos. Si dentro de dicho plazo no 

se expresan los agravios que le cause la resolución o acto impugnado, la 

autoridad fiscal desechará el recurso; si no se señala el acto que se impugna se 

tendrá por no presentado el recurso; si el requerimiento que se incumple se refiere 

al señalamiento de los hechos controvertidos o al ofrecimiento de pruebas, el 

promovente perderá el derecho a señalar los citados hechos o se tendrán por no 

ofrecidas las pruebas, respectivamente. 

Cuando no se gestione en nombre propio, la representación de las personas 

físicas y morales, deberá acreditarse en términos del artículo 19 del Código Fiscal 

de la Federación.37 

El promovente deberá acompañar al escrito en que se interponga el recurso:  

I. Los documentos que acrediten su personalidad cuando actúe a nombre de otro 

o de personas morales, o en los que conste que ésta ya hubiera sido reconocida 

por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución impugnada o que se cumple 

con los requisitos a que se refiere el primer párrafo del artículo 19 del cuerpo de 

normas jurídicas antes referido. 

II. El documento en que conste el acto impugnado. 

III. Constancia de notificación del acto impugnado, excepto cuando el promovente 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando la 

notificación se haya practicado por correo certificado con acuse de recibo o se 

trate de negativa ficta. Si la notificación fue por edictos, deberá señalar la fecha de 

la última publicación y el órgano en que ésta se hizo. 

IV. Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso. 

Los documentos a que se refieren las fracciones anteriores, podrán presentarse 

en fotocopia simple, siempre que obren en poder del recurrente los originales. En 

caso de que presentándolos en esta forma la autoridad tenga indicios de que no 

existen o son falsos, podrá exigir al contribuyente la presentación del original o 

copia certificada. 

Cuando las pruebas documentales no obren en poder del recurrente, si éste no 

hubiere podido obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que legalmente se 

                                            
37 Ibídem; Artículo 122. 



encuentren a su disposición, deberá señalar el archivo o lugar en que se 

encuentren para que la autoridad fiscal requiera su remisión cuando ésta sea 

legalmente posible.  

Para este efecto deberá identificar con toda precisión los documentos y, 

tratándose de los que pueda tener a su disposición, bastará con que acompañe la 

copia sellada de la solicitud de los mismos. Se entiende que el recurrente tiene a 

su disposición los documentos, cuando legalmente pueda obtener copia 

autorizada de los originales o de las constancias de éstos. 

La autoridad fiscal, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el 

expediente en que se haya originado el acto impugnado, siempre que el 

interesado no hubiere tenido oportunidad de obtenerlas. 

Cuando no se acompañe alguno de los documentos a que se refieren las 

fracciones anteriores, la autoridad fiscal requerirá al promovente para que los 

presente dentro del término de cinco días. Si el promovente no los presentare 

dentro de dicho término y se trata de los documentos a que se refieren las 

fracciones I a III referidas con antelación, se tendrá por no interpuesto el recurso; 

si se trata de las pruebas a que se refiere la fracción IV expresada con 

anterioridad, las mismas se tendrán por no ofrecidas.38 

Es improcedente el recurso cuando se haga valer contra actos administrativos:  

I. Que no afecten el interés jurídico del recurrente. 

II. Que sean resoluciones dictadas en recurso administrativo o en cumplimiento de 

sentencias. 

III. Que hayan sido impugnados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa. 

IV. Que se hayan consentido, entendiéndose por consentimiento el de aquéllos 

contra los que no se promovió el recurso en el plazo señalado al efecto. 

V. Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por medio de algún recurso 

o medio de defensa diferente. 
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VI. En caso de que no se amplíe el recurso administrativo o si en la ampliación no 

se expresa agravio alguno, tratándose de lo previsto por la fracción II del artículo 

129 del Código Fiscal de la Federación. 

VII. Si son revocados los actos por la autoridad. 

VIII. Que hayan sido dictados por la autoridad administrativa en un procedimiento 

de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble 

tributación, si dicho procedimiento se inició con posterioridad a la resolución que 

resuelve un recurso de revocación o después de la conclusión de un juicio ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  

IX. Que sean resoluciones dictadas por autoridades extranjeras que determinen 

impuestos y sus accesorios cuyo cobro y recaudación hayan sido solicitados a las 

autoridades fiscales mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en los tratados 

internacionales sobre asistencia mutua en el cobro de los que México sea parte.39 

Procede el sobreseimiento en los casos siguientes:  

I. Cuando el promovente se desista expresamente de su recurso. 

II. Cuando durante el procedimiento en que se sustancie el recurso administrativo 

sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 

124 del Código Fiscal de la Federación. 

III. Cuando de las constancias que obran en el expediente administrativo quede 

demostrado que no existe el acto o resolución impugnada. 

IV. Cuando hayan cesado los efectos del acto o resolución impugnada.40 

En el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y la de confesión de las autoridades mediante absolución de 

posiciones. No se considerará comprendida en esta prohibición la petición de 

informes a las autoridades fiscales, respecto de hechos que consten en sus 

expedientes o de documentos agregados a ellos.  

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya dictado 

la resolución del recurso. 

                                            
39 Ibídem; Artículo 124. 
40 Ibídem; Artículo 124-A. 



Harán prueba plena la confesión expresa del recurrente, las presunciones legales 

que no admitan prueba en contrario, así como los hechos legalmente afirmados 

por autoridad en documentos públicos, incluyendo los digitales; pero, si en los 

documentos públicos citados se contienen declaraciones de verdad o 

manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban 

plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones 

o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado. 

Cuando se trate de documentos digitales con firma electrónica distinta a una firma 

electrónica avanzada o sello digital, para su valoración, se estará a lo dispuesto 

por el artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de la autoridad. 

Si por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, las 

autoridades adquieren convicción distinta acerca de los hechos materia del 

recurso, podrán valorar las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en este artículo, 

debiendo en ese caso fundar razonadamente esta parte de su resolución. 

Para el trámite, desahogo y valoración de las pruebas ofrecidas y admitidas, serán 

aplicables las disposiciones legales que rijan para el juicio contencioso 

administrativo federal, a través del cual se puedan impugnar las resoluciones que 

pongan fin al recurso de revocación, en tanto no se opongan a lo dispuesto en 

este Capítulo.41 

La autoridad deberá dictar resolución y notificarla en un término que no exceda de 

3 meses contados a partir de la fecha de interposición del recurso, y que el 

silencio de la autoridad significará que se ha confirmado el acto impugnado, es 

decir, que opera lo que comúnmente se conoce como "negativa ficta". 

Esto deja abierta la posibilidad al particular para impugnar en cualquier tiempo la 

presunta confirmación del acto o resolución, o bien esperar a que se dicte la 

resolución expresa por parte de la autoridad. 

La resolución que ponga fin al recurso podrá: 

a) Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o sobreseerlo, en su 

caso.  
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b) Confirmar el acto o resolución impugnado.  

c) Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emita una nueva 

resolución.  

d) Dejar sin efectos el acto o resolución impugnado.  

e) Modificar el acto o resolución impugnado, o dictar uno nuevo que lo sustituya 

cuando el recurso sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente.  

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o iniciar la reposición del 

procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses, contados a partir 

de la fecha en que dicha resolución se encuentre firme, aun cuando hayan 

transcurrido los plazos de 6 meses para concluir la visita domiciliaria o revisión de 

gabinete y 5 años para que se compute la caducidad de las facultades de la 

autoridad.  

Las autoridades fiscales que hayan emitido los actos o resoluciones recurridas, y 

cualquier otra autoridad relacionada, están obligadas a cumplir las resoluciones 

dictadas en el recurso de revocación, conforme a lo siguiente:  

I. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recurrida por un vicio de 

forma, éstos se pueden reponer subsanando el vicio que produjo su revocación. Si 

se revoca por vicios del procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el acto 

viciado y a partir del mismo. 

a) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución impugnada, ésta se 

puede reponer subsanando el vicio que produjo su revocación; en el caso de 

revocación por vicios de procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el 

acto viciado y a partir del mismo. 

En ambos casos, la autoridad que deba cumplir la resolución firme cuenta con un 

plazo de cuatro meses para reponer el procedimiento y dictar una nueva 

resolución definitiva, aun cuando hayan transcurrido los plazos señalados en los 

artículos 46-A y 67 del Código Fiscal de la Federación . 

En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea necesario realizar un acto 

de autoridad en el extranjero o solicitar información a terceros para corroborar 

datos relacionados con las operaciones efectuadas con los contribuyentes, en el 

plazo de tres meses no se contará el tiempo transcurrido entre la petición de la 



información o de la realización del acto correspondiente y aquél en el que se 

proporcione dicha información o se realice el acto. Igualmente, cuando en la 

reposición del procedimiento se presente alguno de los supuestos de suspensión 

a que se refiere el artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación, tampoco se 

contará dentro del plazo de tres meses el periodo por el que se suspende el plazo 

para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete, previsto en 

dicho precepto, según corresponda, sin que dicho plazo pueda exceder de 5 años 

contados a partir de que se haya emitido la resolución. 

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar el procedimiento o para 

dictar un nuevo acto o resolución en relación con dicho procedimiento, podrá 

abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la 

revocación del acto o resolución impugnada. 

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin que sea necesario que 

la resolución del recurso lo establezca, aun cuando la misma revoque el acto o 

resolución impugnada sin señalar efectos. 

b) Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto al fondo, la autoridad 

no podrá dictar una nueva resolución sobre los mismos hechos, salvo que la 

resolución le señale efectos que le permitan volver a dictar el acto. En ningún caso 

el nuevo acto administrativo puede perjudicar más al actor que la resolución 

impugnada ni puede dictarse después de haber transcurrido cuatro meses, 

aplicando en lo conducente lo establecido en el segundo párrafo siguiente al inciso 

a) que antecede. 

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el perjuicio se incrementa 

cuando se trate de recursos en contra de resoluciones que determinen 

obligaciones de pago que se aumenten con actualización por el simple transcurso 

del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de 

interés o recargos. 

Cuando se interponga un medio de impugnación, se suspenderá el efecto de la 

resolución hasta que se dicte la sentencia que ponga fin a la controversia. 



Los plazos para cumplimiento de la resolución que establece este artículo, 

empezarán a correr a partir del día hábil siguiente a aquél en el que haya quedado 

firme la resolución para el obligado a cumplirla. 

II. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recurrida por vicios de fondo, 

la autoridad no podrá dictar un nuevo acto o resolución sobre los mismos hechos, 

salvo que la resolución le señale efectos que le permitan volver a dictar el acto o 

una nueva resolución. En ningún caso el nuevo acto o resolución administrativa 

puede perjudicar más al actor que el acto o la resolución recurrida. 

Para los efectos de esta fracción, no se entenderá que el perjuicio se incrementa 

cuando se trate de recursos en contra de resoluciones que determinen 

obligaciones de pago que se aumenten con actualización por el simple transcurso 

del tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de 

interés o recargos. 

Cuando se interponga un medio de impugnación, se suspenderá el efecto de la 

resolución recaída al recurso hasta que se dicte la sentencia que ponga fin a la 

controversia. Asimismo, se suspenderá el plazo para dar cumplimiento a la 

resolución cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber 

presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando no se le localice en el 

que haya señalado, hasta que se le localice. 

Los plazos para cumplimiento de la resolución que establece este artículo 

empezarán a correr a partir de que hayan transcurrido los 45 días para impugnar 

la resolución, salvo que el contribuyente demuestre haber interpuesto medio de 

defensa.42 

 

5.5.3. Queja. 

 

A fin de asegurar el pleno cumplimiento de las resoluciones del Tribunal a que 

este precepto se refiere, una vez vencido el plazo previsto por el artículo 52 de 

esta Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, éste podrá actuar 

de oficio o a petición de parte, conforme a lo siguiente: 

                                            
42 Ibídem; Artículo 133-A. 



II. A petición de parte, el afectado podrá ocurrir en queja ante la Sala Regional, la 

Sección o el Pleno que la dictó, de acuerdo con las reglas siguientes: 

a) Procederá en contra de los siguientes actos: 

1.- La resolución que repita indebidamente la resolución anulada o la que incurra 

en exceso o en defecto, cuando se dicte pretendiendo acatar una sentencia. 

2.- La resolución definitiva emitida y notificada después de concluido el plazo 

establecido por los artículos 52 y 57, fracción I, inciso b) de esta Ley antes 

referida, cuando se trate de una sentencia dictada con base en las fracciones II y 

III del artículo 51 de la propia ley citada, que obligó a la autoridad demandada a 

iniciar un procedimiento o a emitir una nueva resolución, siempre y cuando se trate 

de un procedimiento oficioso. 

3.- Cuando la autoridad omita dar cumplimiento a la sentencia. 

4.- Si la autoridad no da cumplimiento a la orden de suspensión definitiva de la 

ejecución del acto impugnado en el juicio contencioso administrativo federal. 

La queja sólo podrá hacerse valer por una sola vez, con excepción de los 

supuestos contemplados en el subinciso 3, caso en el que se podrá interponer en 

contra de las resoluciones dictadas en cumplimiento a esta instancia. 

b) Se interpondrá por escrito acompañado, si la hay, de la resolución motivo de la 

queja, así como de una copia para la autoridad responsable, se presentará ante la 

Sala Regional, la Sección o el Pleno que dictó la sentencia, dentro de los quince 

días siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación del acto, resolución o 

manifestación que la provoca. En el supuesto previsto en el inciso anterior, 

subinciso 3, el quejoso podrá interponer su queja en cualquier tiempo, salvo que 

haya prescrito su derecho. 

En dicho escrito se expresarán las razones por las que se considera que hubo 

exceso o defecto; repetición del acto impugnado o del efecto de éste; que precluyó 

la oportunidad de la autoridad demandada para emitir la resolución definitiva con 

la que concluya el procedimiento ordenado; o bien, que procede el cumplimiento 

sustituto. 

El Magistrado Instructor o el Presidente de la Sección o el Presidente del Tribunal, 

en su caso, ordenarán a la autoridad a quien se impute el incumplimiento, que 



rinda informe dentro del plazo de cinco días en el que justificará el acto que 

provocó la queja. Vencido el plazo mencionado, con informe o sin él, se dará 

cuenta a la Sala Regional, la Sección o el Pleno que corresponda, la que resolverá 

dentro de los cinco días siguientes. 

c) En caso de repetición de la resolución anulada, la Sala Regional, la Sección o el 

Pleno hará la declaratoria correspondiente, anulando la resolución repetida y la 

notificará a la autoridad responsable de la repetición, previniéndole se abstenga de 

incurrir en nuevas repeticiones. 

Además, al resolver la queja, la Sala Regional, la Sección o el Pleno impondrá la 

multa y ordenará se envíe el informe al superior jerárquico, establecidos por la 

fracción I, inciso a) de este artículo. 

d) Si la Sala Regional, la Sección o el Pleno resuelve que hubo exceso o defecto 

en el cumplimiento, dejará sin efectos la resolución que provocó la queja y 

concederá a la autoridad demandada veinte días para que dé el cumplimiento 

debido al fallo, precisando la forma y términos conforme a los cuales deberá 

cumplir. 

e) Si la Sala Regional, la Sección o el Pleno comprueba que la resolución a que se 

refiere el inciso a), subinciso 2 de esta fracción, se emitió después de concluido el 

plazo legal, anulará ésta, declarando la preclusión de la oportunidad de la 

autoridad demandada para dictarla y ordenará se comunique esta circunstancia al 

superior jerárquico de ésta. 

f) En el supuesto comprobado y justificado de imposibilidad de cumplir con la 

sentencia, la Sala Regional, la Sección o el Pleno declarará procedente el 

cumplimiento sustituto y ordenará instruir el incidente respectivo, aplicando para 

ello, en forma supletoria, el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

g) Durante el trámite de la queja se suspenderá el procedimiento administrativo de 

ejecución que en su caso existiere.43 

 

5.5.4. Reclamación. 

 
                                            
43 Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo; artículo 58. 



Este recurso está regulado por la Ley del Procedimiento Administrativo del Distrito 

Federal en sus artículos 59 a 62 que dicen así: 

El recurso de reclamación procederá en contra de las resoluciones del Magistrado 

Instructor que admitan, desechen o tengan por no presentada la demanda, la 

contestación, la ampliación de ambas o alguna prueba; las que decreten o nieguen 

el sobreseimiento del juicio antes del cierre de instrucción; aquéllas que admitan o 

rechacen la intervención del tercero. La reclamación se interpondrá ante la Sala o 

Sección respectiva, dentro de los quince días siguientes a aquél en que surta 

efectos la notificación de que se trate. 

Interpuesto el recurso a que se refiere el artículo anterior, se ordenará correr 

traslado a la contraparte por el término de cinco días para que exprese lo que a su 

derecho convenga y sin más trámite dará cuenta a la Sala para que resuelva en el 

término de cinco días. El magistrado que haya dictado el acuerdo recurrido no 

podrá excusarse. 

Cuando la reclamación se interponga en contra del acuerdo que sobresea el juicio 

antes de que se hubiera cerrado la instrucción, en caso de desistimiento del 

demandante, no será necesario dar vista a la contraparte. 

Como único caso de excepción, las sentencias interlocutorias que concedan o 

nieguen la suspensión definitiva, podrán ser impugnadas mediante la interposición 

del recurso de reclamación ante la Sección de la Sala Superior en turno del 

Tribunal, mediante escrito que se presente ante la Sala Regional que haya dictado 

la sentencia, dentro de los cinco días siguientes a aquél en que surta sus efectos 

la notificación respectiva. 

Interpuesto el recurso en los términos señalados en el párrafo anterior, la Sala 

Regional ordenará correr traslado a la contraparte por el término de cinco días 

para que exprese lo que a su derecho convenga. Una vez transcurrido dicho 

plazo, la Sala Regional remitirá a la Sección de la Sala Superior que por turno 

corresponda, dentro de las veinticuatro horas siguientes, copia certificada del 

escrito de demanda, de la sentencia interlocutoria recurrida, de su notificación y 

del escrito que contenga el recurso de reclamación, con expresión de la fecha y 

hora de recibido. 



Una vez remitido el recurso de reclamación en los términos antes señalados, se 

dará cuenta a la Sala Superior que por turno corresponda para que resuelva en el 

término de cinco días. 

 

 


